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PROYECTO DE COMUNICACIÓN

PEDIDO DE INFORME

La Cámara de Diputados de la Provincia solicita al Poder Ejecutivo que por intermedio de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo informe:

1. Si la Comuna de Bigand, Departamento Caseros, ha efectuado la evaluación del perfil socioeconómico de los inscriptos en el Registro Único de Inscripción Permanente de Vivienda, remitiendo nómina de solicitantes inscriptos y de solicitantes excluidos y de toda la documentación respaldatoria que los mismos han acompañado.

2. Si se ha permitido la inscripción y participación en el proceso de adjudicación de viviendas a solicitantes de estado civil soltero sin el propósito de contraer matrimonio previo a la firma del contrato de compraventa de las unidades habitacionales, según lo establecido por el artículo 8 de la Resolución 2198/01 de la DPVyU.

3. Si la Comuna de Bigand ha puesto a disposición de los posibles postulantes la solicitud básica de inscripción, que reviste el carácter de declaración jurada, en formulario tipo tal como prescribe la Resolución nro. 1048.   

4. Si se ha solicitado en la presentación de solicitantes de estado civil soltero que expresen en el formulario de solicitud los datos personales y bienes de su futuro cónyuge tal como lo ordena el artículo 8 del Reglamento de Adjudicación.

5. Si se ha permitido la inscripción y participación en el proceso de adjudicación de viviendas a solicitantes trabajadores en relación de dependencia sin que se acompañe la correspondiente historia previsional emitida por la Administración Nacional de Seguridad Social (ANSESS) y los seis últimos recibos de sueldo y sueldo anual complementario en original y fotocopia.

6. Si se ha permitido la inscripción y participación en el proceso de adjudicación de viviendas a solicitantes trabajadores autónomos no monotributistas, sin que se acompañe la correspondiente historia previsional emitida por la Administración Nacional de Seguridad Social (ANSESS) en donde conste comprobante de depósitos durante el último año de aportes y la constancia de inscripción de Ingresos Brutos ante la Administración Provincial de Impuestos (API) con los correspondientes comprobantes de pago de los últimos seis meses, comprobantes de pago al régimen de trabajadores autónomos o cajas de profesionales provinciales durante el último año con sello de la entidad bancaria, declaración jurada anual de impuestos a las ganancias y la declaración jurada mensual del Impuesto al Valor Agregado de los seis últimos meses.

7. Si se ha permitido la inscripción y participación en el proceso de adjudicación de viviendas a solicitantes trabajadores autónomos monotributistas, sin que se acompañe los comprobantes de pago del monotributo del último año con sello de entidad bancaria, e inscripción de Ingresos Brutos ante la Administración Provincial de Impuestos (API) con los comprobantes de pago de los últimos seis meses en original y fotocopia y la historia previsional extendida por la Administración Nacional de Seguridad Social (ANSESS).

8. Si se ha permitido la inscripción y participación en el proceso de adjudicación de viviendas a solicitantes que poseen ingresos y/o bienes patrimoniales que le posibiliten resolver el problema habitacional por otra vía, y en su caso que criterios socio-económicos utiliza la repartición para definir quien se encuentra ante una situación de necesidad habitacional y quien no, y en base a que marco normativo lo hace.

9. Si aquellas personas, que forman parte de un grupo familiar tipo, y gozan de un salario mensual de $ 3000 a $ 4500 pueden ser consideradas como integrantes de familias con recursos insuficientes para acceder a una solución habitacional.

10. Si, cerrada la etapa de inscripción, la DPVyU por intermedio del área social procedió al estudio y selección de los postulantes de acuerdo a las pautas exigidas por el artículo 6 de la Resolución Nº 2198/01 (Reglamento de Adjudicación).

11. Si, previo el sorteo público estipulado en el artículo 17 del Reglamento de Adjudicación, la DPVyU por intermedio del área social preclasificó a la población demandante, e hizo conocer públicamente los listados de grupos aptos y excluidos; detallando lugar y fecha de la publicación. 

12. Si hasta el mismo día del sorteo público aún la Comuna de Bigand bajo la asistencia de autoridades provinciales continuaba inscribiendo postulantes, y en su caso en que momento se efectuaba la evaluación del perfil socio-económico de los mismos.

13. Si han existido impugnaciones por escrito de los postulantes precedentemente indicados, mencionando las personas cuestionadas, motivo de la impugnación y resolución de la DPVyU.

14. Que medidas dispuso la DPV y U para corroborar las impugnaciones deducidas y cotejar el cumplimiento de los requisitos indispensables de acceso en virtud del principio de legalidad.

15. Cual ha sido el listado definitivo aprobado de postulantes en condiciones de acceder a la adjudicación de unidades habitacionales, detallándolo. 

16. Si la Comuna de Bigand ha cumplimentado con la amplia difusión (oral y escrita) para que la población tome conocimiento del llamado a inscripción, tal como lo requiere la resolución Nº 1048 de la DPVyU, detallándose medios de comunicación y modalidad empleada.

17. Cual es el número de expediente administrativo confeccionado por la DPV y U. al que se adjuntaron las solicitudes de inscripción y la documentación respaldatoria presentada por los postulantes.

Fundamentos

Sr. Presidente:

                       Que el Plan Federal de Viviendas es una iniciativa tendiente a subsanar el gran problema habitacional que sufre nuestro país y nuestra Provincia de Santa Fe.

                      Que como ha quedado manifestado recientemente por la preocupación de diferentes sectores de la sociedad civil el acceso a la vivienda propia representa hoy uno de los mayores problemas para la sociedad argentina.

                     Que, entonces, estas iniciativas son loables no solo por la inyección a la economía que representa esta formidable inversión, sino también porque viene a solucionar una problemática de larga data, mejorando la calidad de vida de la población.

                    Que es imperioso conocer el proceso administrativo a través del cual son asignadas estas unidades habitacionales a los adjudicatarios a los fines de corroborar si se ha hecho con objetividad y sujeto a las normativas que lo reglan.

                    Que se debe asegurar el acceso a la vivienda a aquellos segmentos de la población que realmente la necesitan y cumple con todos los requisitos que disponen las normas vigentes.

                    Que el crecimiento demográfico, sumado a los altos valores de los alquileres y de los bienes raíces más la desinversión de los últimos años han llevado a la actual crisis representada por el déficit de vivienda en nuestra Provincia.

                    Que en este sentido y a través de la ley nacional  nro.  21.581 se hubo creado el Fondo Nacional de la Vivienda, el cual es gestionado en nuestra provincia según lo dispone la ley 11.347 por la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo.

                    A los fines de instrumentar el mecanismo la DPVyU hubo emitido en el año 2001 la Resolución nro. 2198 denominada “Reglamento de Adjudicación Ocupación y Uso para Programa Habitacionales”, la que reglamenta las pautas normativas a cumplimentar por los interesados para acceder a los diferentes regímenes vigentes. 

                    Que, además, tal repartición pública también hubo dictado la Resolución nro. 1048 del año 2002 por la cual se crea el Registro Único de Inscripción Permanente, delegando en los Municipios y Comunas Santafesinos la etapa de recepción de las solicitudes de inscripción por parte de los ciudadanos interesados y con la necesidad de acceder a viviendas económicas destinadas a familias con recursos insuficientes para solucionar el problema habitacional.

                    Que a raíz de las presentación administrativa efectuada con la firma de 40 vecinos hemos tomado conocimiento que en fecha 15 de agosto de 2006,  se intento de modo informal impugnar el proceso de adjudicación de viviendas de la Comuna de Bigand en virtud de supuestos motivos de incumplimiento de los requisitos básicos de accesibilidad al Plan Federal de Viviendas. Que según las  indicaciones efectuada por los impugnantes se aduce que entre los postulantes para acceder a las viviendas económicas destinadas a familias de recursos insuficientes (art. 4 inc. A ley 21.581), se han inscripto personas que no se encuentran en este marco socioeconómico, así el caso de un profesional de la ingeniería que gozaría de un sueldo mensual de $ 4500 y contaría con un moderno vehiculo, solteros sin factibilidad de contraer matrimonio y otras que poseerían propiedades en detrimento de las prescripciones legales.

                    Que, como se anticipó, la Provincia de Santa Fe ha adherido a las leyes nacionales, estando bajo competencia de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo la gestión y tramitación del Fondo Nacional de Vivienda. Que para cumplir con esta finalidad dicha repartición provincial hubo dictado en el marco de sus atribuciones las reglamentaciones pertinentes, pudiendo citarse entre las normas esenciales el Reglamento de Adjudicación (2198/01)  y el Registro Único de Inscripción Permanente (Resolución 1048/02). Que según la metodología de inscripción que se menciona en esta ultima norma se delega en los Municipios y Comunas la facultad de “evaluar la real necesidad habitacional, permitiendo definir los perfiles sociales para propulsar adecuadamente las diferentes operatorias implementadas por esta Dirección Provincial…” así como “..servirá para la evaluación social que culminará con la pre-asignación del plan mediante sorteo público entre las familias que obtengan la aptitud reglamentaria para el tipo de operatoria que corresponda…”

                    Que para esto los Municipios y Comunas deben habilitar un Registro Permanente, según la resolución 1048/02, que cumple la función de decepcionar las solicitudes de inscripción, así dice la norma: “La solicitud de inscripción a los planes de viviendas financiados por la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo reviste el carácter de declaración jurada, todos los datos consignados en dicho documento deberán ser probados con la documentación respaldatoria correspondiente cuando la DPV y U. lo requiera”.

                    Que según esta norma los Municipios y Comunas además deben difundir ampliamente, en forma oral y escrita, el llamado de inscripción (Registro Único de Inscripción Permanente) para que la población tome un amplio conocimiento del mismo, así como de las diferentes operatorias ofrecidas por la DPVyU.

                    Que esta convocatoria deberá además contener en forma precisa datos tales como lugar, días y horarios de atención.

                    Que este llamado tiene como fin cumplimentar los distintos aspectos solicitados en el formulario de inscripción, cuyo modelo debe ser proporcionado por la DPVyU, utilizándose los datos captados para realizar la evaluación del perfil social de los grupos demandantes a fin de realizar las diferentes operatorias y las adjudicaciones, revistiendo estos datos luego de su firma, tal como se anticipo, la característica de declaración jurada.

                    Que todos los datos consignados en dicho formulario de inscripción, deberán ser acreditados luego con la documentación respaldatoria correspondiente a requerimiento de la DPVyU.

.

                    Que la propia DPVyU deberá realizar un estudio pormenorizado de la documentación de quienes hayan sido favorecidos en el proceso de preadjudicación de una unidad habitacional mediante sorteo público.

                    Que dicha actuación deberá ser convalidada a través del análisis de los comprobantes y documentos requeridos a los efectos de respaldar los datos consignados en la solicitud que se refieren a los ingreso del grupo familiar, así por ejemplo se les exige a los trabajadores autónomos: inscripción del C.U.I.T., Constancia de Inscripción y comprobantes de depósito durante el último año de aportes en Anses; Constancia de los ingresos como autónomo, certificada por C.P.N. y legalizada por el Consejo de Ciencias Económicas, Declaración jurada anual ante la Afip y Constancia de Inscripción en Ingresos Brutos.

                    Que, ante estos requerimiento en particular Señor Presidente, los impugnantes han mencionado que en distintas situaciones la Comuna de Bigand no ha exigido o ha hecho caso omiso a esta presentación, sin contemplar todas las circunstancias por igual, y favoreciendo una discriminación de trato en perjuicio de aquellos solicitantes vedados de participar por completo del indicado proceso de adjudicación de viviendas o a aquellos que han sido sorteados cuyas chances de ser titulares ha sido burlada por postulantes que no habrían cumplido los requisitos de admisión.

                    Que, además, dicha norma prescribe que entre las condiciones básicas de acceso a este régimen se requiere: “…residir o trabajar en la localidad donde se constituyen las viviendas, con una antigüedad no inferior a los dos años”. Igualmente los impugnantes denuncias que en varios supuestos se ha permito la inscripción y participación en el sorteo público personas que no cumplimentan con dicha antigüedad.

                    Concomitantemente y de modo hermenéutico debe traerse a colación las disposiciones de la Resolución nro. 2198 denominada “Reglamento de Adjudicación, Ocupación y Uso para programas habitacionales”,  el que estructura el procedimiento a seguir, así el art. 4 inc. A) ordena que el interesado deberá…: “satisfacer la solicitud y documentación exigidas dentro del término establecido. Dicha solicitud contendrá los datos fundamentales del solicitante y su grupo familiar, los que permitirán evaluar las situación prevista en el presente reglamento.” Ahora, señor presidente, y para tener una idea precisa de los irregular de todo el procedimiento administrativo, baste con señalar que dichas solicitudes jamás fueron otorgados a los postulantes, y que según lo expresado por funcionarios de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo dicha recolección de datos se recopila vía informática, por lo que indudablemente y más allá de los preciso de la normativa vigente, se ignora el imperativo normativo, desvirtuándose el carácter de declaración jurada de la solicitud de inscripción, haciendo caer un manto de incertidumbre sobre todo el proceso.

                    Que, asimismo, el art. 5 de dicha reglamentación pondera la importancia de los datos aportados por los postulantes, al punto de fulminar con la exclusión del proceso de adjudicación a aquellos inscriptos que hayan falseado los mismos.

                    Que, por su parte, el art. 6 indica entre las condiciones a cumplir por los interesados en acceder al programa de vivienda, entre otros “inc. G) No poseer bienes patrimoniales cuya razonable realización le posibilite resolver el problema habitacional por otra vía.” Que, en igual sentido, los vecinos impugnantes han manifestado que existen personas inscriptas y sorteadas, con propiedades, autos y elevadas remuneraciones que las descalifican – por estas circunstancias – para ser beneficiarios de las “viviendas económicas destinadas a familias de recursos insuficientes”.

                       El art. 9 reza: “Cerrada la inscripción se procederá al estudio y selección de los postulantes, trabajo que se realizará por intermedio del área social de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo.” Que, llama poderosamente la atención la actuación que han desempeñado los funcionarios provinciales en razón de las profundas y serias impugnaciones que han hechos casi cuarenta ciudadanos de la Comuna de Bigand, en donde se cuestiona el hecho de que existen múltiples postulantes que no han cumplimentado con los requisitos normativos, y sin embargo, los agentes públicos no lo han indicado como hubiera correspondido legalmente por el deber que implica su propia investidura. Entre los cosas más relevantes se encuentran matrimonios que se han inscripto por separado, tratando de duplicar sus posibilidad en el sorteo público, posibles empleados comunales, que si bien pueden carecer de vivienda propia que por su sola participación han provocado una situación de violencia moral en el proceso.

                       Los arts. 17, 18 y 19 vuelven a recalcar, por si hasta acá no hubiera sido suficiente, la necesidad de que los solicitantes hayan cumplido los requisitos básicos de admisión, luego de una preselección efectuada por el área social de la DPV y U. a los fines de clarificar y/o corregir cualquier situación social del que no ingresare o estuviese mal tipificado. A la par de existir un mecanismo de publicidad e impugnación por escrito, el cual no fue informado debidamente por las autoridades actuantes, al punto que la denuncia que han presentado prácticamente esas 40 personas peca de omisiones en su fundamentación, por no haberse conocido por lo que manifiestan los mencionados los requerimientos de este mecanismo. Que, cabe mencionarse como pauta de hasta que punto han proliferado estas gruesas desprolijidades, que hasta solo unos minutos antes que comenzará el sorteo pública, la funcionario del área social de la DPV y U. aún continuaba inscribiendo postulantes, sin que obviamente pudiera funcionar ese primer filtro administrativo comunal en cuanto a la evolución del perfil socio-económico del inscripto.

                    Que no obstante ello, queremos presumir que la misma DPV y U. impulsará el correspondiente control de legalidad que debe imperar en todo ámbito de la administración pública provincial, para analizar detalladamente si cada uno de los supuestos legajos confeccionados acredita los requisitos exigidos normativamente, evitando los supuestos de discriminación que en alguna medida se han denunciado.

                                  Que, en este particular, merece también resaltar lo curioso de la tramitación de las presentes actuaciones, las que pese a su clara naturaleza administrativa, carecen de expediente de referencia. El formalismo, como todo sabemos, no es un fin en si mismo, sino que su carecer instrumental se orienta al cumplimiento de principios de orden y seguridad jurídica, que la ausencia de tal instrumento genera una variada sensación de incertidumbre entre estos ciudadanos, en virtud de que razonablemente dudan acerca de la seriedad, imparcialidad e integralidad que pueden gozar la documentación presentada, cuando la misma esta definitivamente “en el aire”, esto es sin foliar ni estar registrada; con la grave posibilidad que se pueda llegar a extraviar alguna documentación, o por que no se pueda agregar a posteriori algún faltante vulnerando la igualdad de condiciones que debe imperar en el plano estatal. 

                               Que, finalmente, el art. 20 de este cuerpo normativo refiere a modo de  mecanismo suplementario de control administrativo y de control de cumplimiento de los requisitos de admisión que: “…Posteriormente las áreas Social y Jurídica de la D.P.V. y U. verificarán los recaudos de admisión de los grupos favorecidos.”

                              Que, actualmente señor presidente, y según manifestaciones de los propios funcionarios provinciales, nos hallaríamos ante esta etapa del proceso de adjudicación de viviendas, razón por la cual es preciso que se tomen las medidas del caso para prevenir cualquier tipo de favoritismos, actitudes parciales de amiguismo o de cualquier especie que se refleje en la flexibilización de los requisitos normativos a favor de un conjunto de particulares, y es por tanto que solicitamos que de manera urgente se despache el presente para que sea el propio Estado Santafesino el que rectifique, de acuerdo a derecho, aquellas posibles situaciones injustas en donde sea violado el principio de igualdad en los actos públicos de gobierno. 

                                Que por lo precedentemente expuesto, solicito de mis pares el tratamiento y la aprobación del presente proyecto. 
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